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Resum en
El presente estudio busca analizar los cam bios y cont inui-
dades en las polít icas sociales en relación con las caracte-
ríst icas que asum e el m odelo de desarrollo adoptado en la 
región (neodesarrollism o) . Entendem os que la nueva m o-
dalidad de desarrollo –que recupera algunos de los pre-
ceptos del est ructuralism o lat inoam ericano pero tam bién 
incorpora pautas propias del m odelo liberal prevaleciente 
en los noventa-  posee su correlato en la t ransform ación del 
m odelo de protección social. 
Una de las hipótesis cent rales de nuest ra invest igación es 
que los sistem as de protección social se encuent ran fuerte-
m ente vinculados con la dinám ica de acum ulación de capi-
tal y el m odelo de desarrollo económ ico im plem entado. En 
Argent ina, la cr isis de la convert ibilidad y su salida genera-
ron un proceso de signifi cat ivos cam bios en las polít icas pú-
blicas. Junto con el abandono de polít icas neoliberales y la 
m ayor intervención del Estado aparecen nuevas propuestas 
de protección social. No obstante, m ient ras algunas de las 
polít icas im plem entadas suponen un cam bio respecto del 
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¿Una nueva protección social para un nuevo desarrollismo? 
Políticas sociales en la Argentina posneoliberal
Abstract
This study aim s to analyze changes and cont inuit ies 
in social policies in relat ion with the character ist ics 
of the m odel of developm ent  adopted in the region 
(new developm entalism ) . We understand that  the new 
developm ent  m odel -which recovers som e of the precepts 
of Lat in Am erican st ructuralism  but  also incorporates rules 
of the liberal m odel that  prevails in the ninet ies- , has its 
counterpart  in the t ransform at ion of the m odel of social 
protect ion.
A cent ral hypothesis of our research is that  social protect ion 
system s are closely linked to the dynam ics of capital 
accum ulat ion and the econom ic developm ent  m odel 
im plem ented. I n Argent ina, the convert ibilit y cr isis and 
its abolit ion generated a process of signifi cant  changes in 
public policy. With the abandonm ent  of neoliberal policies 
and the greater State intervent ion, new proposals for 
social protect ion appeared. However, while som e of the 
policies im plem ented represent  a real change from  the 
previous period, others seem  to show a line of cont inuity.
Key w ords: 
Social policy
Neodevelopm entalism  
Argent ina
E l com ienzo de siglo se caracter izó en Am érica Lat ina por la llegada al go-bierno de propuestas que cuest ionaron las ideas neoliberales de los años 
noventa, propuestas en las que el Estado cum ple un rol esencial en la est rategia 
de desarrollo nacional y que fueron denom inadas nuevo desarrollism o o neode-
sarrollism o.1 
¿Qué se ent iende por neodesarrollism o? Bresser Pereyra lo ubica ent re el discurso 
desarrollista y el de la ortodoxia convencional.2 A diferencia del desarrollism o de 
los 50, no es proteccionista, pero enfat iza la necesidad de un t ipo de cam bio 
com pet it ivo —que debe ser fl uctuante, pero adm inist rado— para evitar el problem a 
de la enferm edad holandesa, aún vigente en las econom ías lat inoam ericanas. 
A su vez, la econom ía t iende a estar or ientada hacia las exportaciones y el 
Estado cum ple un papel cent ral en la est rategia de desarrollo, para lo cual 
debe ser fi nancieram ente sólido y adm inist rat ivam ente efi ciente. Ot ros autores 
lat inoam ericanos –perspect iva en la cual nos ident ifi cam os-  lo describen com o un 
crecim iento vinculado a la renta de la t ierra a t ravés de productos agropecuarios, 
hidrocarburos y m inerales, donde el Estado juega un papel act ivo fundando un 
1
 Fundación Getulio Vargas, 2010.
2
 Bresser Pereyra, 2007.
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nuevo m odo de regulación que genera condiciones inst itucionales para el arr ibo 
y perm anencia de la inversión t ransnacional al t iem po que despliega polít icas 
sociales com pensatorias de redist r ibución del ingreso.3 Katz destaca la variante 
progresista de esta concepción, a la cual denom ina social-desarrollism o, que 
enfat iza la im portancia del consum o com o m ecanism o de dist r ibución de ingresos 
y dinam izador de la producción en la búsqueda de un m odelo de crecim iento con 
inclusión social.4 
Este nuevo rol que asum e el Estado genera cam bios en las polít icas públicas 
en general y en las polít icas sociales en part icular. Si bien la pr ior idad asignada 
al crecim iento del producto y el em pleo condujo en la m ayoría de los países a 
una m ejora en los indicadores económ icos y sociales, persisten en la región 
problem as socioeconóm icos que afectan a una parte im portante de la población :  
desem pleo, precariedad e inform alidad laboral, pobreza e indigencia. Para 
dar respuesta a esta problem át ica, se han m ult iplicado en Am érica Lat ina 
polít icas sociales que t ienden a requerir  algún t ipo de prestación por parte de 
los benefi ciar ios com o cont rapart ida para acceder a las m ism as, los llam ados 
Program as de Transferencias Monetarias Condicionadas (PTMC) . 
En Argent ina, la cr isis de la convert ibilidad y su salida generaron un proceso de 
signifi cat ivos cam bios en las polít icas públicas. La disputa ent re diversas frac-
ciones y clases sociales por la or ientación del m odelo de desarrollo, en art icu-
lación con los lím ites im puestos por la est ructura económ ica y social const ruida 
durante la etapa neoliberal, condujeron a nuevas orientaciones en la dinám ica 
de la lucha social y la acción del Estado.5 En este contexto de salida de cr isis, las 
polít icas sociales m ost raron t rasform aciones signifi cat ivas respecto del periodo 
anterior, aunque la or ientación y t ranscendencia de esos cam bios se encuent ra 
aún en debate.6 
Una de las hipótesis cent rales del presente t rabajo es que los sistem as de 
protección social se encuent ran fuertem ente vinculados con la dinám ica de 
acum ulación de capital y el m odelo de desarrollo económ ico im plem entados.7 
En Argent ina, el Estado excluyente previo a los años t reinta cedió lugar a 
un Estado que buscó incorporar a la clase t rabajadora a los benefi cios de la 
dinám ica expansiva del capitalism o indust r ial en la perifer ia. Esto se expresó en 
el desarrollo de un conjunto de cam bios en las polít icas públicas que am pliaron 
directa e indirectam ente las posibilidades de acceder a una m ejor calidad de 
vida por parte de los t rabajadores:  m ejoras en los salar ios reales, vacaciones 
pagas, aguinaldo e indem nización por despido, creación de t r ibunales del t rabajo, 
3






 Í dem .
7
 Offe, 1990;  Cortés y Marshall,  1991;  Franco, 1996;  Vilas, 2012.
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arbit raje obligator io, etc. De este m odo, se consolidó en el país un sistem a de 
protección social bism arckiano en el que el t rabajador form al, cont r ibuyente 
del sistem a de seguridad social, se const ituyó com o el pr incipal sujeto de 
derecho. Este esquem a se basó en la asunción del pleno em pleo y de la acción 
com plem entaria de la fam ilia, part icularm ente en el em pleo no rem unerado 
de las m ujeres. Sin em bargo, las característ icas propias de este sistem a de 
protección social determ inó que los sectores protegidos, presentaran pautas de 
est rat ifi cación en el acceso, en los rangos de cobertura y en la calidad de los 
benefi cios, a la vez que los t rabajadores rurales y de m ercados inform ales o 
secundarios se vieron excluidos de los sistem as de protección.8 Con el cam bio 
de m odelo iniciado a m ediados de los setenta, profundizado en los ochenta  y 
consolidado en los años noventa, se observó que junto al cam bio desde un 
m odelo de desarrollo cim entado en el m ercado interno hacia uno orientado a 
la exportación, se t ransform a tam bién su m odelo de protección social:  polít icas 
sociales cent ralizadas, sector ializadas, con aspiración a la universalidad y 
adm inist rados estatalm ente dieron lugar a polít icas sociales descent ralizadas, 
focalizadas y con delegación en el sector pr ivado. 
De la m ism a m anera, con el abandono de polít icas neoliberales luego de la cr isis 
de 2001-2002, la m ayor intervención del Estado fue de la m ano de nuevas pro-
puestas de protección social. No obstante, m ient ras algunas de las polít icas im -
plem entadas suponen un cam bio respecto del periodo anterior, ot ras m uest ran 
una línea de cont inuidad. 
El presente estudio busca analizar los cam bios y cont inuidades en las polít icas 
sociales9 en relación con las característ icas que asum e el m odelo de desarrollo 
adoptado en la región (neodesarrollism o) . Entendem os que la nueva m odalidad 
de desarrollo —que recupera algunos de los preceptos del est ructuralism o lat i-
noam ericano pero tam bién incorpora pautas propias del m odelo liberal prevale-
ciente en los noventa— posee su correlato en la t ransform ación del m odelo de 
protección social. Para ello tom arem os la perspect iva de Offe sobre la polít ica so-
cial, part icularm ente su rol com o reguladora del m ercado de t rabajo de acuerdo 




 En esencia estaríam os hablando de lo que Soldani y Andrenacci (2006)  denom inan polít ica 
asistencial. Estos autores diferencian la polít ica social del Estado en t res m odalidades que apa-
recen com binadas:  la polít ica de t rabajo, la polít ica de servicios universales y la polít ica asisten-
cial. Dent ro de la pr im era m odalidad se encuent ran las intervenciones estatales que buscan la 
protección “socializada”  de los r iesgos de la vida act iva, generalm ente pertenecientes al com po-
nente cont r ibut ivo de la seguridad social (desem pleo, accidentes de t rabajo, enferm edad, vejez 
y m uerte) . En segundo lugar, la polít ica de servicios universales incluyen a la educación básica 
y la atención pr im aria de salud;  m ient ras que la polít ica asistencial actúa sobre individuos y 
grupos que no son absorbidos por el m ercado de t rabajo a t ravés de t ransferencias de bienes y 
servicios para sat isfacer condiciones de vida básicas.
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m ism a nos perm ite com prender la generalización de los PMTC que está teniendo 
lugar en Am érica Lat ina.
El Estado y la  reproducción de la  fuerza de t rabajo. Las funciones de la  polít ica 
social
La intervención del Estado es fundam ental en el proceso de reproducción de la 
fuerza de t rabajo, pr incipalm ente m ediante su rol regulator io en los m ercados 
laborales. 
Uno de los pr incipales m edios de regulación estatal de los m ercados de t rabajo 
es la inst itucionalización de la no part icipación en el t rabajo asalar iado, selec-
cionando en cierta form a quienes intervienen en el proceso de producción social 
(part icipan regularm ente del m ercado de t rabajo)  y quienes quedan relegados 
a la categoría de t rabajadores interm itentes o inact ivos, y bajo la órbita de las 
polít icas sociales. 
Para discut ir  esta cuest ión retom am os la perspect iva de Offe, para quien la in-
corporación perm anente de fuerza de t rabajo en el m ercado laboral asalar iado 
sólo puede garant izarse regulando est r ictam ente las condiciones bajo las cuales 
resulta posible la no-part icipación en el m ercado laboral.10 Para este autor, el 
Estado debe organizar y sancionar form as de existencia diferentes a la part i-
cipación en el m ercado de t rabajo si quiere garant izar la t ransform ación de la 
fuerza de t rabajo en t rabajo asalar iado. Sólo el m anejo estatal de estas form as 
de existencia por fuera del m ercado laboral posibilita un cont rol de la clase do-
m inante sobre las condiciones de vida de este segm ento de la población a quien 
se perm ite el acceso a esta especial form a de vida y subsistencia, “exento de la 
com pulsión a vender su fuerza de t rabajo en el m ercado laboral”.11 De esta for-
m a, resulta esencial regular polít icam ente a quién se le perm ite vivir  por fuera 
del t rabajo asalar iado.
La propiedad privada de los m edios de producción conlleva una específi ca form a 
de división del t rabajo y un m odo part icular de dist r ibuir  los bienes. Esto gene-
ra que los t rabajadores no puedan est ructurar el proceso laboral respecto de 
sus propios intereses, lo cual perjudica gravem ente su m ot ivación laboral y su 
predisposición a vender efect ivam ente su fuerza laboral. ¿Cóm o hacer entonces 
que vendan su fuerza de t rabajo y se conviertan en asalar iados? Offe señala dos 
m ecanism os de polít ica estatal que actuarían en ese sent ido:  1)  el cont rol social 
vía la cr im inalización y persecución de m odos de subsistencia alternat ivos a la 
relación salar io- t rabajo (por ej . la prohibición de la m endicidad)  y 2)  la adquisi-
ción de norm as y valores estatalm ente organizados que desem boquen en la re-




 I bídem ,  5.
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produce una situación donde la clase t rabajadora “por educación, t radición y 
costum bre contem pla las exigencias de ese m odo de producción com o leyes na-
turales auto-evidentes”.12
Dado que el proceso de acum ulación capitalista usualm ente se produce m e-
diante saltos y t ransform aciones abruptas, es cent ral poder cont rolar cuant ita-
t ivam ente la t ransform ación de fuerza de t rabajo en t rabajo asalar iado. Este es 
tam bién un com ponente cent ral de la polít ica social. Para m anejar los cam bios 
en la dem anda de fuerza de t rabajo, Offe plantea la necesidad del sistem a de es-
tablecer “áreas de captación”  por fuera del m ercado laboral, donde la fuerza de 
t rabajo pueda acom odarse o bien perm anentem ente (pensiones de vejez, pagos 
a obreros im pedidos)  o tem poralm ente (atención de la salud, educación) ;  pero 
a condición de que el acceso a ellas debe ser cont rolado por el estado m ediante 
requisitos de adm isión, pues en ot ro caso se relajaría la “com pulsión a vender”  
fuerza de t rabajo en el m ercado. 
La ut ilización de ciertos grupos de t rabajadores que part icipan interm itentem en-
te en el m ercado laboral —jóvenes, m ujeres, t rabajadores m ayores, m igran-
tes— juega un rol cent ral en este proceso de regulación de la fuerza de t rabajo. 
La explotación de las divisiones sociales es una form a en la cual la fl uctuante 
dem anda de t rabajo de las em presas es reconciliada con una com parat ivam ente 
inelást ica oferta de t rabajo.13
En esta perspect iva, entendem os que la polít ica social es pr incipalm ente una 
est rategia estatal para regular la incorporación de fuerza de t rabajo al m ercado 
laboral de acuerdo a las necesidades de acum ulación del capital. 
Offe tam bién reconoce ot ras dos explicaciones que im pulsan la polít ica social:  1)  
las dem andas de la clase t rabajadora, y 2)  las dem andas funcionales del proceso 
capitalista de valor ización, aunque el proceso de conversión de estas dem andas 
en polít icas estatales se ve siem pre m ediado por las est ructuras internas del 
sistem a polít ico. Estas exigencias suelen no ser fácilm ente com pat ibles y/ o ser 
cont radictor ias, por lo cual su or ientación va a dir im irse com o consecuencia de 
disputas ent re clases y fracciones sociales en el seno del Estado.
Por ot ro lado, para acceder a la asistencia social, los benefi ciar ios deben probar 
no solo su necesidad sino ser m erecedores, es decir, subordinarse a las pautas 
y norm as económ icas, polít icas y culturales dom inantes en la sociedad. Offe lo 
considera una t ransacción de intercam bio, donde se conceden benefi cios m a-
ter iales a los necesitados, a cam bio de que ellos reconozcan sum isam ente el 
“orden m oral”  de la sociedad que engendra esa necesidad. Por ejem plo:  “ los 
12
 Offe, 1990:  6.
13
 Offe y Hinr ichs, 1985.
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subsidios de pobreza dependen en todas partes de que los sujetos se adapten a 
pautas de conducta que los est ratos acom odados de la población pueden violar 
con perfecta libertad”.14
En la m ism a línea, Jessop señala que en form aciones sociales capitalistas la 
reproducción social es organizada en torno a la relación salar ial, lo cual suele 
generar problem as dado que 1)  los t rabajadores son libres de gastar sus salar ios 
sin tom ar en consideración las necesidades del capital ( tal vez no reproduzcan 
su fuerza de t rabajo —com petencias, conocim ientos, capacidad de t rabajo—);  
2)  En tanto que el capital suele pr ior izar su auto-valor ización en desm edro de 
la reproducción y bienestar de la fuerza de t rabajo, la fuerza de t rabajo puede 
ser dest ruida m ediante la sobre-explotación (horas excesivas o extensivas de 
t rabajo)  o m ediante enferm edades ocupacionales, accidentes, etc.15;  3)  los t ra-
bajadores t ienen difi cultades para defender sus intereses colect ivos en la repro-
ducción de su fuerza de t rabajo, especialm ente al exist ir  una enorm e cant idad 
de t rabajadores desem pleados.16 Por ello, el Estado debe asegurar una cont inua 
y adecuada oferta de fuerza de t rabajo califi cada, pero tam bién debe com pensar 
los efectos ocasionados por la m ercant ilización tanto en la reproducción social 
com o en la cohesión social.17
No obstante, no debe considerarse al Estado com o un sim ple inst rum ento o 
m ecanism o funcional para la reproducción de relaciones de producción capitalis-
tas. Qué hace el Estado, cóm o lo hace, en qué form a, con qué herram ientas, se 
especifi ca en un proceso com plejo que expresa las cont radicciones de la lucha, 
generalm ente m ediada y cargada de m últ iples signifi caciones, ent re intereses 
opuestos:  los capitalistas por obtener m ayores cuotas de plusvalor, y los t raba-
jadores por defender sus condiciones de vida.  18 
En Argent ina, podem os rast rear una línea de invest igación análoga en los t raba-
jos de Cortés y Marshall para quienes el gasto público social actúa com o m eca-
nism o de regulación cont r ibuyendo a adaptar el volum en y la calidad de la oferta 
de fuerza de t rabajo a los requerim ientos de la acum ulación, por ejem plo al pro-
veer a t ravés de la educación, las califi caciones requeridas, a la vez que infl uye 
sobre el nivel de vida de los asalar iados m ediante la redist r ibución de ingresos 
que “m odifi ca el estándar de referencia en la determ inación del salar io al perm i-
t ir  que ciertos bienes y servicios no tengan que ser adquir idos con el salar io ”.19 
14
 Í dem .
15
 Los capitales part iculares no están obligados a invert ir  en “capital hum ano”  o com pensar por 
su depreciación a m enos que les resulte rentable, razón por la que se constata una tendencia 




 Í dem .
18
 Thwaites Rey y Cast illo, 1999.
19
  Cortés y Marshall,  1991.
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Esta regulación estatal cont r ibuye adem ás a cont rolar el confl icto social. Su aná-
lisis histór ico señala que la intervención social del Estado se adapta, en pr im er 
lugar, a las variaciones en los requerim ientos de m ano de obra (derivadas del 
r itm o y naturaleza del proceso de acum ulación)  y, en segundo lugar, al peso que 
las est rategias económ icas (puestas en práct ica por diferentes gobiernos)  asig-
nan al consum o de los asalar iados en el m ercado interno. Adem ás, un conjunto 
de factores polít icos e ideológicos, sum ados al poder relat ivo de los t rabajadores 
cont r ibuyen a m odelar la intervención estatal”.20
En síntesis, retom ando la visión de la m ult ifuncionalidad del Estado social de 
Offe, Valencia Lom elí plantea que toda polít ica social incluye funciones u objet i-
vos de acum ulación (sostén del m odelo económ ico vigente) , de bienestar social 
(m ejora en las condiciones de vida de la población)  y de legit im ación (sostén del 
régim en polít ico y de la cohesión social) , aunque usualm ente el estudio de las 
polít icas sociales ha enfat izado una de estas dim ensiones y en m últ iples ocasio-
nes ha abandonado o desatendido una perspect iva m ás com prehensiva.21
En el present e t rabaj o in t ent am os defender  la t esis de que la explicación de 
la polít ica social debe t om ar  efect ivam ent e en cuent a com o fact ores causa-
les t ant o 1)  la necesidad de regular  la ent rada de m ano de obra de acuer-
do a los requer im ient os de la acum ulación de capit al,  así com o 2)  in t ent ar 
com pensar  la desigualdad que produce el m ercado en la dist r ibución de los 
recursos,  y  3)  cont ener  y  canalizar  la conf l ict iv idad socio- laboral dent ro de 
canales cont rolables. 
Respecto del segundo factor, cabe señalar que las polít icas sociales no sólo hay 
que entenderlas com o un intento de corregir o com pensar la desigualdad que 
produce el m ercado en la dist r ibución de los recursos, sino tam bién com o una 
intervención generadora y m oduladora de la propia desigualdad, incluso m ás allá 
del m ercado o de sus fi nalidades explícitas, naturalizando e inst itucionalizando 
las desigualdades.22 De m anera que la polít ica social no sólo com pensa o reduce 
las desigualdades originadas en ot ros ám bitos, sino que tam bién puede repro-
ducir las, aum entarlas e incluso const ituir las com o tales.23 
En las próxim as secciones del estudio vam os a exam inar, atendiendo las di-
m ensiones planteadas y las característ icas m acroeconóm icas de la etapa,24 las 
rupturas (y cont inuidades)  de las polít icas sociales im plem entadas durante el 
20
  Í dem .
21
  Valencia Lom elí, 2003.
22
  Adelantado, Noguera, Ram bla y Sáez, 1998.
23
  Adelantado, Noguera y Ram bla, 2000.
24
  No es nuest ra intención analizar aquí la polít ica económ ica del periodo ni sus efectos, los 
cuales fueron objeto de m uchos estudios desde diferentes perspect ivas. 
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periodo que denom inam os neodesarrollista (2003 a la actualidad)  respecto del 
periodo previo.
Devaluación, crecim iento económ ico y em pleo
La salida de la convert ibilidad fue necesaria para perm it ir  el relanzam iento del 
ciclo expansivo bajo la com binación de devaluación, contención salar ial y ajuste 
de las cuentas fi scales, a fi n de que la depresión en la act ividad product iva fa-
cilitase el proceso de ajuste externo, la desvalor ización del capital excedente y 
la recom posición de la rentabilidad general del capital.25 La tasa de desem pleo 
durante la cr isis m ost ró los valores m ás altos desde que se relevan las estadís-
t icas ocupacionales en la Argent ina (21,5%  en m ayo de 2002) , m ient ras que 
la pobreza por ingresos alcanzó a m ás de la m itad de la población (57.5%  en 
octubre de 2002) .
La polít ica económ ica del pr im er periodo apuntó pr im ordialm ente hacia la pre-
servación de un t ipo de cam bio real elevado26 y estable,27 que vuelva com pet i-
t ivos a los sectores productores de bienes t ransables, part icularm ente al sector 
indust r ial, dado que los sectores pr im arios y ext ract ivos t ienen elevada rentabi-
lidad y pueden exportarse aún con un t ipo de cam bio real m ás bajo. La polít ica 
m onetaria cum ple durante esta etapa un rol cent ral, ya que se encarga sim ultá-
neam ente de m antener el t ipo de cam bio elevado —m ediante una agresiva polí-
t ica de com pra de dólares— y cont rolar los niveles de infl ación y act ividad. Para 
cont rarrestar el fuerte efecto expansivo de estas com pras de divisas y su poten-
cial efecto infl acionario el Banco Cent ral busca cont rolar la cant idad de dinero a 
t ravés de operaciones de ester ilización m ediante colocaciones de t ítulos públicos 
o let ras del propio Banco Cent ral en el m ercado local. Tam bién la polít ica fi scal 
cum ple un papel esencial. El superávit  fi scal cont r ibuye sustancialm ente a ab-
sorber el exceso de expansión m onetaria causada por la com pra de divisas por 
parte del Banco Cent ral, y m edidas com o las retenciones a las exportaciones, 
en paralelo a su im portancia fi scal, juegan un rol cent ral en la contención de los 
precios internos de los productos exportables. 
Esta polít ica posibilitó un fuerte crecim iento de la econom ía juntam ente con una 
expansión del em pleo hasta 2007/ 2008, liderado por la producción de bienes, 
part icularm ente la indust r ia. Esta m ejora en el em pleo tuvo su correlato en la 
25
 Féliz y Pérez, 2007.
26
 Durante el período 2002-2007 el t ipo de cam bio real se ubicó en prom edio un 50%  por en-
cim a del que regía para los años noventa.
27
 Si bien exist ió una tendencia constante a la apreciación cam biaria —debido principalm ente 
a la suba de precios— el Estado reguló el t ipo de cam bio nom inal de m anera m antener la diná-
m ica exportadora.
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react ivación de la act ividad sindical, de las negociaciones colect ivas28 y en un 
increm ento de la cobertura de la seguridad social cont r ibut iva.29 No obstante, la 
inform alidad laboral cont inuó siendo im portante durante el periodo (si bien des-
cendió signifi cat ivam ente)  y aquellos t rabajadores no regist rados van a quedar 
excluidos de los servicios sociales vinculados a un em pleo form al.
Durante esta fase de crecim iento, la idea del gobierno fue, cent ralm ente, que el 
crecim iento económ ico resuelva la cuest ión social. Problem as com o el desem -
pleo, la pobreza, y la redist r ibución del ingreso hacia los sectores m ás hum ildes 
pasan a depender exclusivam ente de la cont inuidad en el t iem po de la react iva-
ción económ ica y su derram e hacia los sectores m ás vulnerables. 
Para 2007 los salar ios form ales se acercan a los niveles prev ios a la devalua-
ción y  se inicia un per iodo de reclam os y  protesta pat ronal.  Ya no se lim it a al 
confl ict o con el cam po por  las retenciones a las expor taciones,  sino que a la 
Mesa de Enlace se sum an tam bién las cám aras pat ronales de la indust r ia y 
los serv icios,  expresando su disconform idad frente a la polít ica económ ica y 
reclam ando “ incent ivos”  al gobierno.  Vem os así com o el capit al busca t orcer 
el rum bo de la polít ica económ ica a favor  de sus intereses y  de preservar  los 
m árgenes de ganancia obtenidos durante el per iodo de crecim iento iniciado 
en 2003.
Creem os que el m odelo de desarrollo adoptado t iene sus lim itaciones desde su 
concepción. Si bien fue posible aum entar los salar ios reales desde 2003, esto fue 
a causa de lo depreciados que estaban luego de la devaluación. De esta m anera 
apoyam os la hipótesis de que la desaceleración en los niveles de act ividad de 
2008/ 2009 no es producto fundam ental de la cr isis global sino que ya en 2007 
el m odelo com ienza a profundizar sus cont radicciones m ediante una fuerte puja 
dist r ibut iva m anifestada por una creciente infl ación de precios.
La búsqueda de nuevas bases económ icas y sociales para la acum ulación de 
capital durante este período fue tam bién una búsqueda por nuevas form as de 
intervención estatal que ayudaran a asegurar la valor ización del capital y la re-
producción de la fuerza de t rabajo bajo las nuevas condiciones.30 No obstante, 
28
 Según datos de la Dirección de Estudios de Relaciones del Trabajo del MTEySS los convenios 
y acuerdos colect ivos crecieron desde 150 en 2001 a 2038 en 2010. No obstante, tam bién se 
señala que no exist ió un avance real en térm inos de contenidos ya que en la m ayoría de los 
casos la negociación se concent ra en la escala salar ial ( lo cual se com prende en un periodo in-
fl acionario)  y no se avanza en cuest iones vinculadas a las condiciones laborales (Observator io 
de Derecho Social, CTA) . 
29
 La cobertura de los t rabajadores por parte del sistem a cont r ibut ivo de la seguridad social 
pasó de 27,9 a 38,9%  ent re 2003 y 2011 (OI T, 2012) . 
30
 Jessop, 2013.
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las polít icas sociales durante esta pr im era etapa poster ior a la cr isis de 2001-
2002 presentan m uchas cont inuidades respecto de la década anterior. El sistem a 
de protección social perm aneció fuertem ente est ructurado en torno al sistem a 
cont r ibut ivo, m ient ras que las polít icas sociales (y de em pleo)  se m antuvieron 
com o una fracción m enor del gasto social. 
De la  creación del Program a Jefes y Jefas de Hogar Desocupados ( PJJHD)  a su 
desart iculación.
Una de las pr im eras m edidas del gobierno luego de la devaluación del peso, en 
una coyuntura signada por una cr isis económ ica y social sin precedentes, fue la 
creación del Program a Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD) 31 dest inado 
a jefes/ as de hogar con hijos de hasta 18 años de edad (o discapacitados de 
cualquier edad) , desocupados y que residan en form a perm anente en el país 
(Decreto 565/ 2002) . Asim ism o, el program a ext iende su cobertura a desocupa-
dos jóvenes y a m ayores de 60 años que no hubieran accedido a una prestación 
previsional. 
El PJJHD supuso un cam bio fundam ental en la lógica que había seguido la 
polít ica de em pleo en Argent ina durante los noventa:  de m últ iples program as 
focalizados se t ransitó hacia un program a de am plia cobertura y reducida con-
dicionalidad (disponible para todo aquel que reuniera los requisitos exigidos) , 
que llegó a sobrepasar los 2 m illones de benefi ciar ios durante el año 2003. Sin 
em bargo, fuer tem ente cuest ionado desde diversos m edios académ icos y polí-
t icos va progresivam ente abandonando el perfi l “ autofocalizado”  que tuvo en 
sus or ígenes.32
Podríam os decir que su im plem entación responde a la m ult ifuncionalidad de la 
polít ica social planteada previam ente, dado que buscaba a la vez 1)  aliv ianar la 
grave situación social que afectaba gran parte de la población en esa coyuntura 
de cr isis ( función de bienestar social) , 2)  lim itar la tensión social en un contexto 
de fuerte redist r ibución de ingresos (vía devaluación)  en det r im ento de los sec-
tores de m enor poder adquisit ivo ( función de sostén del régim en polít ico y de la 
31
 Existe abundante bibliografía que discute el PJJHD desde diferentes perspect ivas:  -ent re 
ot ros-  Cet rángolo y Jim énez (2003) , Monza y Giacom et t i (2003) , Pautassi (2003) ;  Barbeito, 
Giosa Zuzua y Rodríguez Enriquez (2004) ;  Neffa (2008) .
32
 El PJJHD puede caracterizarse como uno de los primeros programas autofocalizados que se 
implementaron en la Argent ina, en donde el acceso al benefi cio estaba garant izado para todas 
aquellas personas que cumplieran con los requisitos exigidos por el programa y demandaran su in-
corporación al m ismo (Pautassi, 2004 y Arcidiácono y Zibecchi, 2008). Otros autores plantean, para 
hacer referencia a la cobertura de este disposit ivo, el concepto de “masividad” haciendo referencia 
a la signifi cat iva ampliación del ingreso de benefi ciarios a las polít icas sociales (De Sena, 2011).
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cohesión social, de cont rol del confl icto social) , y 3)  elevar los niveles agregados 
de consum o para posibilitar la recuperación de la act ividad económ ica (objet ivo 
de acum ulación, de sostén del m odelo económ ico) .
No obstante, junto con el crecim iento económ ico y la m ejora de los indicadores 
sociales, el gobierno decide que —dado que ha cam biado el contexto socioeco-
nóm ico en el que fue creado el PJJHD— es necesario “ordenar”  a los benefi ciar ios 
para posibilitar el diseño de polít icas específi cas.
En 2004 el Gobierno establece que los Minister ios de Trabajo, Em pleo y 
Seguridad Social (MTESS)  y de Desarrollo Social elaboren una clasifi cación de 
los benefi ciar ios del PJJHD de acuerdo a las condiciones de em pleabilidad que 
reúnan los m ism os.33 De acuerdo a este decreto se dist inguen dos grupos:  1)  
aquellos que t ienen m ayores posibilidades de reingresar al m ercado de t rabajo, 
quienes son incent ivados a pasar al Seguro de Capacitación y Em pleo (SCE)  
donde se los dota de herram ientas que los ayuden a reinsertarse laboralm ente, y 
2)  quienes “por sus característ icas o condiciones actuales no están en condiciones 
de reubicarse laboralm ente”,34 que pasan a depender de la asistencia social 
(Plan Fam ilias por la I nclusión Social) , con la obligación de garant izar la salud y 
asistencia escolar de sus hijos. 
¿Pero quién defi ne quienes son em pleables y quienes no lo son? ¿Con qué cr iter io? 
La noción m ism a de em pleabilidad genera cont roversias. La concepción m ás 
difundida com bina act itudes, habilidades y califi caciones de los t rabajadores, 
consideradas indispensables para enfrentar los rápidos cam bios en una econom ía 
globalizada. Tam bién apunta a la responsabilidad individual y a la capacidad de 
const ruir  y m ovilizar redes sociales. Cada t rabajador aparece en esta visión 
com o gestor de su propia t rayector ia laboral.35,36 
Observam os aquí cuat ro cuest iones m edulares que adelantam os en el 
apartado teórico. Prim ero, confi rm am os que en un contexto de crecim iento de 
la act ividad económ ica y del em pleo el gobierno busca “act ivar”  las polít icas 
sociales37 de m anera de incorporar al m ercado laboral fuerza de t rabajo que 
se encont raba inact iva. Es decir, estaríam os corroborando que la polít ica social 
33
  MTESS, 2004.
34
  Í dem .
35
  Esta visión de la em pleabilidad cent rada en característ icas del individuo se corresponde con 
la perspect iva de organism os internacionales com o el Banco Mundial, la OI T y la CEPAL.
36
  Pérez 2005, Pérez y Féliz, 2010.
37
  El SCE es un ejem plo de la act ivación de polít icas pasivas ya que para cobrar la prestación el 
t rabajador desocupado debe part icipar en act ividades de orientación y asistencia en la búsque-
da de em pleo, de form ación, de práct ica laboral, de form ulación de proyectos de autoem pleo y, 
fi nalm ente, a aceptar las ofertas de em pleo que se le propongan (adecuadas a su experiencia 
y form ación) .
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regula la incorporación de fuerza de t rabajo al m ercado laboral de acuerdo a 
las necesidades de acum ulación del capital y que, adem ás, cum ple una función 
im portante en la adm inist ración cualitat iva de la m ism a, garant izando la dotación 
de capacidades, hábitos, conductas y habilidades part iculares, necesarias para 
su incorporación al m ercado de t rabajo.38 Segundo, se dist ingue claram ente en el 
ejem plo del PJJHD de qué form a el Estado regula y selecciona quienes part icipan 
del m ercado de t rabajo y quienes van a quedar com o t rabajadores inact ivos 
bajo la órbita de las polít icas sociales. Tercero, reconocem os en la obligación 
que t ienen los benefi ciar ios de garant izar la salud y asistencia escolar de sus 
hijos la t ransacción de intercam bio de la que nos hablaba Offe,39 m ediante la 
cual para acceder a la asistencia social, los benefi ciar ios deben probar no solo 
su necesidad sino ser m erecedores, es decir, subordinarse a las pautas y norm as 
econom icas, polit icas y culturales dom inantes en la sociedad. Cuarto, dado que 
práct icam ente la totalidad de t rabajadores/ as que pasan al Plan Fam ilias (y por 
lo tanto se encargan de las tareas de cuidado de los hijos y quedan fuera del 
m ercado laboral)  son m ujeres, tam bién podem os advert ir  com o una polít ica social 
puede ser generadora y m oduladora de la propia desigualdad (en este caso ent re 
varones y m ujeres) , naturalizando e inst itucionalizando las desigualdades.40
En líneas generales, podem os destacar que los program as im plem entados du-
rante el periodo cont inuaron con una lógica de focalización hacia determ inados 
grupos poblacionales en situación de vulnerabilidad. Si bien exist ió tanto una 
am pliación presupuestaria com o un increm ento en la cant idad de benefi ciar ios 
totales,41 el diagnóst ico de los problem as de desem pleo y pobreza siguieron es-
tando ligados al défi cit  de capital hum ano y la m ayoría de las condicionalidades 
estuvieron dest inadas al aum ento de la em pleabilidad de los benefi ciar ios. La 
idea que sustenta la im plem entación de este t ipo de program as es que m ient ras 
las polít icas m acroeconóm icas est im ulan la dem anda de em pleo, las polít icas 
sociales dotan a la población m ás vulnerable de nuevas herram ientas para su 
futura inserción. 
En síntesis, durante esta fase las polít icas sociales se caracter izaron por otorgar 
una protección m ínim a a aquellos hogares vulnerables m ient ras se esperaba que 
el crecim iento económ ico lograra m ejorar las condiciones de acceso al m ercado 
de t rabajo form al. Sin em bargo, la receta que parece tener resultados en los 






 Adelantado, Noguera, Ram bla y Sáez, 1998.
41
 El gasto público social en pesos constantes creció un 89%  ent re 2002 y 2007, aum entando 
de $40.500 a $76.708  (en m illones de $ de 2001) . Una est im ación de benefi ciar ios de polít icas 
sociales, de em pleo y de ingresos indica que t ras una gran expansión en el año 2003, la cifra 
de benefi ciar ios se estanca en 2,5 m illones de benefi ciar ios prom edio hasta 2009, m om ento en 
el que sube fuertem ente con la im plem entación de la AUH (Seiffer, et  al 2003) .
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2007/ 2008, m om ento en que se intensifi ca la puja dist r ibut iva, aum entan los 
confl ictos laborales y la econom ía t iende a desacelerarse.
¿Respuesta ante la  cr isis o nuevo paradigm a de protección social?
Com o m encionam os previam ente, durante 2008 se desacelera la econom ía pro-
ducto de confl ictos económ icos y sociales internos, a la vez que com ienzan a 
ser evidentes en Argent ina los costos sociales de la cr isis global. Ya sea a causa 
de esta cr isis ( tal com o plantean desde el gobierno y grupos afi nes42)  o por las 
lim itaciones del propio m odelo, el contexto económ ico social ha cam biado. Para 
2009 varios m iles de t rabajadores son suspendidos y ot ros tantos despedidos, 
con la consecuente caída en la tasa de em pleo y un fuerte crecim iento en la in-
form alidad laboral. Esta cr isis económ ica y polít ica43 nuevam ente pone en cues-
t ión las polít icas sociales y de em pleo que se están im plem entando. 
La respuesta inm ediata del gobierno ante este nuevo escenario t iende a pro-
fundizar las intervenciones en el sent ido que lo venía haciendo, pr ior izando el 
m antenim iento del em pleo de t rabajadores form ales. Un ejem plo de ello es el 
Program a de recuperación product iva (REPRO), que subvenciona a las em presas 
(que puedan acreditar su situación de cr isis)  para que no despidan t rabajado-
res.44 Las que m ás ut ilizaron este benefi cio fueron em presas m edianas y grandes 
-y no las pequeñas-  dado que estas últ im as ocupan gran parte de sus t rabajado-
res sin cont rato laboral. ¿Por qué se subsidia a m edianas y grandes em presas? 
Vem os aquí las dem andas funcionales del proceso capitalista de valor ización que 
m enciona Offe, asi com o la pr ior idad asignada al sector m ás form al de la econo-
m ía denota la victor ia de los grandes capitales en la disputa ent re clases sociales 
en el seno del Estado.45
Por ot ro lado, se anuncia en agosto de 2009 el Plan de ingreso social con t rabajo 
“Argent ina Trabaja”  m ediante el cual se propone crear unos cien m il puestos de 
t rabajo para desocupados en situación de pobreza, esencialm ente  organizando 
cooperat ivas dest inadas a realizar t rabajos de ut ilidad social. 
42
 Página 12, agosto 20 2009;  Carta Abierta 6, 20 de agosto.
43
 Por cr isis polít ica pr incipalm ente nos refer im os al confl icto generado por las retenciones 
agropecuarias (y poster ior derrota de la propuesta ofi cial)  y la pérdida electoral del part ido 
gobernante en la provincia de Buenos Aires.
44
 Los t rabajadores de las em presas adheridas recibirán una sum a fi ja m ensual no rem unerat i-
va de hasta $600 dest inada a com pletar la rem uneración correspondiente a su categoría labo-
ral. En junio de 2009, 1492 establecim ientos se habían acogido y exist ían 84628 benefi ciar ios 
que involucran un fondo com prom et ido de $200 m illones (MTESS, 2009) .
45
 Offe, 1990.
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Con este plan se afi rm a la idea de act ivación de las polít icas sociales según la 
cual los benefi ciar ios de los program as deben realizar alguna cont raprestación 
(un t rabajo en este caso)  a cam bio del dinero que perciben. Se m ant iene vigente 
la idea de que otorgar un plan social (sin cont raprestación)  desincent iva la “cul-
tura del t rabajo”  y quienes cobren estos benefi cios perderán interés en buscar 
un em pleo. La m ism a idea que estuvo det rás de la desart iculación del PJJHD y 
el t raspaso de benefi ciar ios hacia el Plan Fam ilias y el Seguro de Capacitación. 
I ndirectam ente se cuest iona la perm anencia en el t iem po de la situación de 
“desocupado”, la posibilidad de que algunos elij an perm anecer en esta situación 
(cobrando un plan social)  perdiendo el incent ivo a vender su fuerza de t rabajo. 
Aquí nos encont ram os con la perspect iva de Offe acerca de que el Estado debe 
sancionar las form as de existencia diferentes a la part icipación en el m ercado 
laboral si quiere garant izar la t ransform ación de la fuerza de t rabajo en t rabajo 
asalar iado.46 Sólo el Estado —m ediante la polít ica social— regula polít icam ente a 
quién se le perm ite vivir  por fuera de la relación salar ial y a quienes no.
¿Hacia una nueva polít ica social? 
La dism inución en los niveles de act ividad económ ica y em pleo, conjuntam ente 
con la im posibilidad de reducir el em pleo inform al llevó al gobierno a profundi-
zar las m edidas sociales e im plem enta en Octubre de 2009 m ediante decreto la 
Asignación Universal por Hijo para Protección Social (en adelante AUH) , com o un 
subsistem a no cont r ibut ivo dent ro del régim en de Asignaciones Fam iliares y bajo 
jur isdicción del ANSES, dest inado a los t rabajadores inform ales y desocupados 
que no percibieran las asignaciones fam iliares por tal condición.  
Argent ina, tal com o el resto de Lat inoam érica presenta un sistem a de asistencia 
social t runcado ya que, las altas tasas de inform alidad dejan sin cobertura a un 
gran núm ero de t rabajadores que quedan excluidos del régim en de la seguridad 
social. Luego de varios años de crecim iento económ ico, un tercio de los t raba-
jadores perm anecen en condiciones de inform alidad, señal de que no se t rata 
de una anom alía del sistem a que podrá absorberse a m edida que la econom ía 
crece sino que es funcional al m ism o, condición no part icular de la Argent ina sino 
propia del capitalism o perifér ico.47 
Con la im plem entación de la AUH el gasto público social en program as sociales 
y de em pleo crece al doble y tam bién se duplica la cifra de benefi ciar ios que se 
46
 Í dem .
47
 El no regist ro cae del 43,8%  en 2003 al 36,4%  en 2010;  sin em bargo, al observar las ci-
fras en térm inos absolutos, los t rabajadores no regist rados aum entan de 4.100.000 (2003)  a 
4.600.000 en 2010 (CEPED, 2011) ;  es decir, que se observa una baja en térm inos relat ivos 
pero un alza en térm inos absolutos.
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m antuvo alrededor de los 2.5 m illones durante el periodo 2002-2008 alcanzando 
los 5 m illones de benefi ciar ios en 2009.48
Dos hechos im portantes en el plano polít ico contextualizan el lanzam iento de la 
AUH. Por un lado, este program a nace en un contexto de polar ización ent re el 
gobierno y la oposición, confl icto que se const ituye com o tal a part ir  de la dis-
cusión con el cam po alrededor de la Resolución 125 en 2008, en donde se fi jaba 
un nuevo esquem a de retenciones m óviles para las exportaciones del sector. Por 
ot ro lado, surge en un contexto de pérdida de peso relat ivo del ofi cialism o en el 
congreso, luego del proceso electoral de junio de 2009, signo de debilitam iento 
del gobierno. Esto lleva a algunos autores a plantear que el increm ento del gasto 
público es ut ilizado com o una est rategia de recom posición de hegem onía, esta 
vez, a part ir  de elevar el gasto en asistencia social.49 
Las im portantes sim ilitudes de la AUH con program as de t ransferencia de ingre-
sos im plem entados con anterior idad50 lleva a varios autores a incluir la dent ro de 
este grupo,51 m ient ras que para ot ros,52 la am plitud de su cobertura lleva a que 
se lo considere un derecho social asociado al em pleo inform al de bajos ingresos. 
Coincidim os con aquellos enfoques que plantean com o part icular idad de la AUH, 
y, com o su pr incipal diferencia con ot ros PTMC im plem entados con anterior idad, 
su incorporación al com ponente no cont r ibut ivo del sistem a de seguridad social, 
característ ica que lleva a plantear el carácter híbr ido de este disposit ivo y a po-
sicionarlo dent ro de un espacio interm edio ent re los PTMC t radicionales y una 
nueva confi guración de polít icas sociales.53
Con la im plem entación de la AUH se reconoce, desde los disposit ivos de polít icas 
públicas, el carácter segm entado del m ercado de t rabajo argent ino y la im posi-
bilidad de resolverlo a part ir  del crecim iento económ ico. De este m odo se busca 
dar respuesta a aquellos r iesgos sociales que los t rabajadores inform ales no 
t ienen cubiertos, a la vez que parece reconocerse el fi n de la prom esa keynesi-
ana de un em pleo asalar iado form al, por t iem po indeterm inado y protegido por 
el sistem a cont r ibut ivo de la  seguridad social. 
48
 Seiffer y ot ros (2013)  vinculan el crecim iento en el gasto público social a la apropiación de 
la renta por parte del Estado, pr incipalm ente a part ir  de las retenciones a las exportaciones, en 
part icular de soja.
49
 Seiffer y ot ros, 2012.
50
 Las sim ilitudes se basan en la exigencia de cont raprestaciones, pr incipalm ente sobre edu-
cación y salud para los niños de los hogares en situación de vulnerabilidad, cont raprestaciones 
dest inadas a cortar con la t ransferencia intergeneracional de la pobreza. 
51
 Entre ot ros, Lo Vuolo, 2009;  Lozano y Raffo, 2010.
52
 Roca, 2010 y 2011, Bert ranou, 2010 y Mazzola, 2012.
53
 Entre ot ros, Pautassi, Arcidiacono y St ranschoy, 2013.
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No obstante, dado que uno de los objet ivos de este t ipo de program as es la re-
ducción de las desigualdades ent re t rabajadores regist rados y aquellos que no 
lo están, llam a la atención la exigencia de cont raprestaciones a los benefi ciar ios 
del program a pero no a aquellos que pertenecen al sistem a cont r ibut ivo. Nueva-
m ente observam os el com ponente represivo de la polít ica social, la asignación 
de una asistencia m onetaria a cam bio del cum plim iento de ciertas pautas de 
conducta “sociales”  que los ot ros sectores pueden no cum plir.
En la m ism a línea de la AUH se lanza en enero de 2014 el program a PRO-
GRESAR, dest inado a j óvenes de 18 a 24 años, uno de los grupos etar ios m ás 
golpeados por los vaivenes del ciclo económ ico. Su objet ivo es m ejorar  los in-
gresos de aquellos j óvenes que se encuent ran desocupados o en situación de 
inform alidad, lo que indica nuevam ente el reconocim iento del gobierno de que 
el m ercado no podrá resolver  —al m enos en el cor to plazo— los problem as de 
em pleo de este grupo. Su cont raprestación es la part icipación en inst ituciones 
educat ivas form ales ( secundar ias o universitar ias)  y acreditar  v isitas per iódi-
cas al sistem a de salud, por lo que podría considerarse una extensión de la 
AUH para aquellos benefi ciar ios que cum plen los 18 años. 
La im plem entación de estos program as (AUH y Progresar)  en un contexto de 
desaceleración económ ica y de caída de la creación de em pleo, puede enten-
derse, adem ás de una est rategia de recom posición de poder polít ico, com o una 
form a de regular  la ofer ta de fuerza de t rabajo, descom prim iendo la presión 
que m iles de t rabajadores —los j óvenes de ent re 18 y 24 años y los padres 
de los benefi ciar ios de la AUH54— ejercen sobre el m ercado laboral.  Adem ás, 
se puede observar una diferente lógica en la cont raprestación, dado que no 
se busca pr ior itar iam ente55 incent ivar  la rápida ( re) inserción de los j óvenes 
al m ercado de t rabajo ( com o lo hacía, por ejem plo, el Program a Jóvenes con 
Más y Mejor  Trabajo im plem entado 6 años antes)  sino que se est im ula pr in-
cipalm ente la term inalidad educat iva. Si bien cont inúa v igente la lógica de 
aum entar  el capital hum ano de los j óvenes, la m ism a ya no estar ía ligada a la 
inm inente inserción laboral.56 
54
 Pautassi et  al. (2010)  plantean que la restricción a la cant idad de hijos  que benefi cia la AUH 
demuestra que los dest inatarios del programa no son efect ivamente los hijos sino sus padres.
55
 Los perceptores pueden part icipar de las acciones del Minister io de Trabajo Em pleo y Se-
guridad Social que les perm ite acceder a acciones de capacitación laboral y form ación para el 
em pleo, pero esta part icipación no es obligator ia com o sí lo es el com ponente educat ivo form al 
y de salud.
56
 Mient ras en el Program a jóvenes con Más y Mejor Trabajo se garant izaba el benefi cio por un 
m áxim o de 18 m eses (com o form a de desincent ivar la perm anencia en el program a, o, en ot ras 
palabras, el asistencialism o) , ahora la prestación caduca por un cr iter io form al (cuando el joven 
cum ple los 24 años)  independientem ente de cuánto t iem po haya sido benefi ciar io. 
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Nuevam ente podem os destacar com o la polít ica social busca regular la oferta de 
fuerza de t rabajo:  durante la pr im era etapa analizada (de recuperación econó-
m ica y crecim iento del em pleo)  la polít ica social es de acceso m ás rest r ingido ( la 
cant idad de benefi cios es m enor)  y las cont raprestaciones exigidas se vinculan 
con m antener a la fuerza de t rabajo ágil para su próxim a inserción en el m erca-
do de t rabajo (est im ulan la capacitación para el em pleo y desest im ulan la per-
m anencia en la polít ica social a part ir  de program as con cuant ías decrecientes 
y perm anencias lim itadas en el t iem po) ;  m ient ras que, a part ir  de 2007, con la 
caída en la tasa de creación de em pleo y el increm ento de suspensiones y despi-
dos, la polít ica social aum enta signifi cat ivam ente su cobertura y se ext iende en 
tanto “área de captación”  de la fuerza de t rabajo, los program as im plem entados 
se vinculan en m ayor m edida con el m antenim iento de ingresos y de niveles de 
consum o, alejándose de la dinám ica del m ercado laboral y estableciendo cont ra-
prestaciones relacionadas a la educación y la salud.
Algunos autores señalan que los program as im plem entados en el segundo pe-
r iodo (pr incipalm ente AUH y Progresar)  inaugurarían una nueva etapa dent ro 
del sistem a de protección social argent ino, la cual se caracter izaría por im pulsar 
la paridad de derechos para aquellos que no part icipan del sistem a cont r ibut ivo 
de la Seguridad Social y por volver a instalar la noción de derechos ligados a la 
ciudadanía y la idea de universalidad.57 
Si bien estas m edidas ext ienden la cobertura social no cont r ibut iva a nuevos 
grupos ( los t rabajadores inform ales, los jóvenes) , no creem os que estos pro-
gram as cr istalicen un cam bio profundo dent ro del sistem a de protección social, 
sino m ás bien que su  im plem entación  reproduce un sistem a de protección dual 
(diferencia la protección de los t rabajadores form ales de los inform ales)  que se 
condice con la persistencia de un m ercado de t rabajo segm entado, caracter iza-
do por alta inform alidad. Advert im os aquí que la polít ica social no sólo intenta 
corregir o com pensar la desigualdad que se produce originariam ente en el m er-
cado laboral (ent re t rabajadores form ales y aquellos que no lo son) , sino que 
tam bién m odulan e inst itucionalizan la propia desigualdad (por ejem plo al exigir  
cont raprestaciones a unos y no a ot ros) .
Esta reorientación de la polít ica social hacia una m ayor cobertura perm it ir ía est i-
m ular el consum o en el m ercado interno, react ivar la econom ía y cont r ibuir  a la 
reproducción de la fuerza de t rabajo sin necesidad de subir los salar ios (m ás allá 
de los aum entos en la product ividad)  m anteniendo de esta form a la com pet it iv i-
dad de la econom ía ( recordem os que la suba salar ial genera pujas dist r ibut ivas 
que redundan en suba de precios y una apreciación del t ipo de cam bio real, lo 
que t iende a difi cultar la com pet it iv idad de m uchas indust r ias) . En este sent ido el 
aum ento del gasto público en polít icas sociales cum plir ía las dos característ icas 
planteadas por Katz al diferenciar la variante progresista del neodesarrollism o:  
57
 Cortés y Kessler, 2013.
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redist r ibuir  ingresos y fom entar el consum o,58 en este caso de sectores que se 
encont raban m ayoritar iam ente excluidos de este últ im o.
Consideraciones fi nales
En el presente art ículo hem os analizado los cam bios ocurr idos en las polít icas 
sociales en Argent ina a part ir  del año 2003. La cr isis y poster ior salida de la 
convert ibilidad supuso un cam bio en m odelo de acum ulación en el espacio de la 
econom ía argent ina. Ese cam bio incluyó m odifi caciones en las polít icas públicas 
or ientadas a m ediar las relaciones ent re el capital y el t rabajo, part icularm ente 
lo refer ido a las polít icas sociales. 
Retom ando la perspect iva planteada por Offe,59 hem os reconocido que durante 
el periodo bajo estudio la polít ica social regula la incorporación de fuerza de t ra-
bajo al m ercado laboral de acuerdo a las necesidades de acum ulación del capital. 
La clasifi caron de benefi ciar ios de acuerdo a la em pleabilidad y la bifurcación del 
PJJHD luego de superada la cr isis de 2001/ 2002 da cuenta de la form a en que el 
Estado regula y selecciona quienes part icipan del m ercado de t rabajo y quienes 
van a quedar com o t rabajadores inact ivos bajo la órbita de las polít icas sociales. 
A su vez, sigue —tal com o lo hizo en periodos anteriores— las sugerencias de los 
organism os internacionales en el sent ido de act ivar e individualizar las polít icas 
públicas de em pleo a t ravés de la im posición de act ividades a los desocupados. 
Entendem os que el enfoque de la em pleabilidad predom inante está fuertem ente 
relacionado a diversas variantes de la escuela neoclásica (Capital Hum ano, Job 
search) , y com o tal, al individualizar las situaciones, “ culpa”  al propio t rabajador 
(sus califi caciones, com petencias, act itudes)  por su situación de pobre, desem -
pleado y/ o inform al. 
Durante una pr im era etapa las polít icas sociales se caracter izaron por otorgar 
una protección m ínim a a aquellos hogares vulnerables m ient ras se esperaba 
que el crecim iento económ ico m ejore las condiciones de acceso de m ercado 
de t rabajo form al.  Sin em bargo, hacia el año 2007 se intensifi ca la puja dis-
t r ibut iva, la econom ía se desacelera y el gobierno asum e la im posibilidad de 
resolver  los problem as sociales solo vía crecim iento económ ico, generando 
polít icas dest inadas a t rabajadores inform ales y personas no cubier tas por el 
sistem a de segur idad social. 
En líneas generales, entendem os que se refuerza la idea de vincular el otorga-
m iento de subsidios al fom ento de la relación benefi ciar io-m undo laboral, en la 
búsqueda que los benefi ciar ios adquieran norm as y valores que consoliden y 
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Con la im plem entación de la AUH-  parece haber un cam bio en las característ icas 
que adoptan las polít icas sociales al incorporar program as sociales al sistem a 
no cont r ibut ivo de la seguridad social y am pliar signifi cat ivam ente la cobertura, 
duplicando el núm ero de perceptores de polít icas sociales que alcanzan los 5 
m illones de benefi ciar ios. 
La t ransferencia de ingresos hacia los sectores de m enores ingresos react ivó 
el consum o interno que había m erm ado producto de tensiones económ icas in-
ternas y los efectos locales de la cr isis global. A su vez, tam bién buscó ser una 
est rategia de legit im ación polít ica frente a la derrota electoral de 2009.
¿Estam os ante un cam bio de paradigm a en el m anejo de la protección social? 
Quienes defi enden esta postura t ienden a invisibilizar procesos de “hibr idación”  
de las polít icas sociales donde coexisten polít icas con diferentes perspect ivas:  
program as que señalan alguna defi ciencia de los benefi ciar ios que los conduce a 
su situación de necesidad (por ej . aquellos que apuntan a la escasez de capital 
hum ano de los benefi ciar ios com o causa de su situación de falta de em pleo, de 
pobreza)  frente a ot ros que t ienen una concepción m ás global de la cuest ión social, 
vinculada a inequidades propias del funcionam iento del sistem a económ ico. 
Parecen convivir  entonces dos perspect ivas de PTMC dist intas, por un lado, 
aquella que prior iza la act ivación de los program as sociales —paradigm a que 
cont inúa del periodo anterior y t iende a profundizarse en la propuesta de algu-
nos program as—, y ot ra, que busca equiparar “derechos”  ent re diferentes gru-
pos de t rabajadores (com o es el caso de la AUH) , aunque no logra superar este 
desafío, y term ina m ejorando ciertas condiciones sin resolver los problem as de 
segm entación que caracter iza al m ercado de t rabajo argent ino.
Creem os que la pobreza, el desem pleo, la precariedad laboral, son fenóm enos 
plenam ente funcionales al sistem a de acum ulación capitalista. Mient ras que las 
polít icas dest inadas a intervenir sobre estas problem át icas no cuest ionen los 
pilares básicos sobre los que el capitalism o se apoya, difícilm ente podam os plan-
tear un cam bio est ructural en el que se prom ueva una solución verdadera y de 
largo plazo a los problem as sociales que aquejan a nuest ras sociedades. 
Fecha de recepción:  23 de junio de 2015
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